Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 48 minutos.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación tiene a consideración el proyecto de ley relativo al 
Registro de Huellas Genéticas, que cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes. Por 
tal motivo, se acordó convocar a los representantes de la Dirección Nacional de Policía Técnica, 
dependiente del Ministerio del Interior, para que nos ilustren sobre el alcance y la importancia que una 
iniciativa de estas características puede tener para la Institución. Es con mucho gusto, entonces, que 
en el día de hoy recibimos al Director Nacional de Policía Técnica, Inspector Principal Roberto De los 
Santos; a la asesora, bióloga Natalia Sansgberg y al asesor letrado, doctor José Mesías a quienes, sin 
más trámite, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Nos sentimos honrados y privilegiados por la oportunidad que nos han 
brindado de concurrir a este ámbito. 


Nuestra idea es asesorar a los señores Senadores en todo lo que fuere necesario y 
responder a las inquietudes que puedan surgir de la lectura del proyecto de ley que está a 
consideración que, como bien dijo el señor Presidente, cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes. La presente iniciativa recoge aspiraciones que se vienen desarrollando desde hace 
una década, y esto, sumado a la evolución registrada a nivel de la ciencia y la tecnología, ha llevado a 
una maduración de este proyecto de ley que, de aprobarse, colocaría a Uruguay en una posición 
privilegiada en el contexto internacional. Todo esto significaría que, a través de la identificación 
criminal, tendríamos registrada a toda nuestra población carcelaria en el sistema decadactilar con las 
huellas dactilares, digitalizado en un sistema AFIS, ya adquirido e implementado y, a su vez, con la 
huella genética en un CODIS, complementando la identificación. Cabe señalar que esto sirve para el 
trabajo policial, para la prevención, para el auxilio a la Justicia y para la precisión que tiene que tener la 
Policía a la hora de entregar personas sospechosas a los Magistrados. De allí la importancia que tiene 
el hecho de que la ciencia auxilie al Derecho cada vez con más medios, de forma tal de encontrar en 
esos elementos de convicción -que ponemos a disposición- la certeza científica y jurídica que 
necesitan para sus dictámenes. Es con esa inspiración que hemos tenido la iniciativa de redactar este 
proyecto de ley, el que ya llegado a estas instancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo entonces ingresar directamente en el articulado para que nos 
puedan explicar cuál es su alcance. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- El proyecto de ley está compuesto por 14 artículos, de los cuales cuatro 
de ellos corresponden a los deberes y obligaciones de los funcionarios que van a trabajar con esta 
información. En consecuencia, los diez primeros artículos se dividen en aspectos jurídicos, técnicos y 
procedimentales y a continuación vamos a explicar en qué consisten cada uno de ellos. En definitiva, 
conociendo las preguntas que se nos han formulado -las que quizás por ignorancia llegaron a poner en 
duda el alcance verdadero de un archivo genético de identificación criminal- vamos a ir explicando los 
distintos aspectos desde el punto de vista técnico y científico y con palabras fáciles para que los 
señores Senadores puedan entender su significado. 


Este archivo implica tomar muestras como las de las huellas dactilares y, por tanto, no se 
utilizan métodos invasivos. Ese es un primer detalle y, el segundo, es que se hace un examen de la 
muestra y de ahí surge un código alfa numérico que es el que va al software informatizado. Por tanto, 
no se comparan sustancias sino esos números y letras que en una secuencia de 26 van a 
corresponder a la individualidad de cada ser humano. A su vez, la sustancia que se utiliza para 
identificar a las personas es no codificante. Más adelante la bióloga va a explicar qué significa esa 
frase, que es la más importante de toda la ley. Nosotros no vamos a tomar genes para hacer la 
identificación y aclaro esto porque en algún pasaje de las explicaciones que se han hecho en estos 
años hemos escuchado que se presume que quizás nosotros podemos clonar personas con esas 


muestras. También nos preguntaban si era necesario tener una muestra de sangre para poder 
compararla con la que se pudiera encontrar en la escena de un crimen. En la actualidad, la ciencia, la 
técnica y la tecnología permiten tener muestras a partir de un hisopado bucal que se hace en 
aproximadamente tres segundos, que no es invasivo y que no implica tener que sacar sangre a las 
personas. Las células que se requieren para este estudio, que son las que tienen núcleo y contienen 
ADN, se encuentran en todo el cuerpo. Los especialistas pueden tomar muestras no invasivas, del 
roce del puño de una camisa, de las axilas, del cuello, etcétera, de modo de obtener el código de cada 
persona. 


Luego de esta breve introducción, podemos pasar a la lectura de los artículos o contestar las 
dudas de los señores Senadores. 


SEÑOR MESÍAS.- Antes de ingresar a la lectura del articulado, me gustaría explicar, en pocas 
palabras, cuál es el objetivo de esta iniciativa y el procedimiento que se quiere llevar adelante. 


En realidad, este sistema no difiere del de identificación dactilar que tenemos en el Uruguay 
desde el año 1905, sino que, simplemente, aprovecha el avance científico para que en el área criminal 
se tenga otro tipo de tejidos que nos permitan identificar a las personas. La idea es contar con un 
banco de huellas genéticas con dos secciones fundamentales. En una sección, se van a archivar todas 
las evidencias latentes que se recogen en la escena de un hecho donde no hay un autor identificado. 
Se puede tratar de cualquier tipo de tejidos, como uñas, pelos, saliva, semen, etcétera. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Quiero aclarar que ya contamos con ese laboratorio en el Uruguay. 


SEÑOR MESÍAS.- Exactamente. En este caso, al no conocer al autor, no sabemos quién pudo haber 
participado en la escena. Estos datos -como señaló el señor Director- se archivan con un código que 
es anónimo. Concomitantemente, va a haber otra sección en la cual, cuando se le realiza el fichaje de 
las personas que resulten procesadas por la justicia competente, además de la foto y de las 
impresiones dactilares, se le va a sacar una muestra -a través de un método no invasivo- que también 
se archiva en forma anónima. La idea es que si hoy o mañana se obtiene, a través del cuerpo pericial, 
alguna evidencia o indicio latente de la escena de un crimen, se pueda ingresar a este sistema 
automatizado e informatizado, para que nos permita determinar si pertenece a alguna de las personas 
que figuran en el archivo. Si existe una identidad en el código, recién ahí se recurre al sistema 
patronímico a efectos de identificar a la persona. Esto no significa que la persona sea responsable del 
hecho sino, simplemente, que estuvo en la escena. Serán los otros elementos probatorios los que 
podrán llevar a la justicia a determinar qué grado de participación tuvo esa persona. Quiere decir que 
el objeto primordial de este sistema, es la sistematización y la automatización, que es lo mismo que 
sucede con las huellas dactilares, solamente que aquí se aprovecha el avance de la ciencia para 
contar con otros elementos. 


Es muy importante lo que señaló el señor Director -seguramente la Bióloga lo va a explicar 
luego- en cuanto a que ese ADN que se extrae para incluir en el banco, carece de asociación directa 
de la expresión de genes. Este método solamente sirve para la identificación criminal de las personas y 
no sirve para detectar enfermedades congénitas u otro tipo de cosas. Por lo expuesto, creemos 
imprescindible que la policía científica cuente con un banco para el esclarecimiento de los hechos. 


Estas son las dos secciones fundamentales. Otra posibilidad que deberíamos analizar es la 
de cuando hay un indagado por un determinado hecho delictivo y el Juez, de acuerdo a lo que 
establece el actual Código General del Proceso -y, en forma mucho más expresa, el Código General 
del Proceso que fue aprobado pero cuya ejecución fue suspendida- permite que se realicen las 
pruebas corporales. En este caso, se manejan presunciones para el caso de la negativa del indagado a 
realizarse esos estudios probatorios de ADN, que no tiene nada ver con la creación del registro de 
huellas genéticas. Esto es solamente para obtener la posibilidad de conservar los elementos latentes 
que surgen de la escena del crimen y la de los procesados, al igual que sus huellas dactilares. Nada 
más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ese es el único destino que se le puede dar porque así lo impone la ley o 
porque no hay otras posibilidades técnicas? 


SEÑOR MESÍAS.- La ley le incorpora otro destino como, por ejemplo, en el caso de desastres o 
catástrofes en donde hay cadáveres y no es posible realizar la identificación dactilar; también se puede 
utilizar en el caso de amputaciones o de cuerpos en estado de putrefacción, que hacen imposible 
manejar la posibilidad de identificación. Esto podría realizarse si existieran algunos elementos que 
permitan identificarlos dentro del banco, siempre y cuando los archivos de las personas estén dentro 
de ese banco. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- En el caso de Japón, Chile o Haití, los familiares de las víctimas son 
quienes dan las muestras, para lo que se utiliza otra técnica de ADN. En el caso de los cuerpos en 
estado de putrefacción las muestras se guardarían en el archivo para luego cotejar con el cadáver, 
porque luego de una semana de ocurrido el suceso no es posible tomar las huellas dactilares o 
inclusive recuperarlas. 


Es lamentable hablar en estos términos de alguien; pero, reitero, a la semana ya no hay 
posibilidades de recuperar la huella dactilar, y lo mismo ocurre en el caso de los grandes quemados. 


El medio de identificación inequívoco que hoy nos ofrece la ciencia es la aplicación de 
técnicas por ADN. Entonces, esa sería la segunda aplicación -diría tangencial, no prioritaria- que se 
podría utilizar para otros fines, que colocaría a Uruguay a la vanguardia en ese tipo de 
emprendimientos y de implementaciones. 


SEÑOR GAMOU..- Me surge una duda con respecto a este tema. 
En el artículo 1% se dice que las muestras se toman a partir de escenas de hechos delictivos. 
SEÑOR MESÍAS.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Pero luego, de acuerdo a lo que usted expresa y a lo que está consagrado en el 
artículo 3, literal B) del proyecto de ley venido de la Cámara de Representantes, se plantea: “identificar 
y contribuir a ubicar personas extraviadas, desaparecidas o fallecidas”, que sería este caso. 


Ahora bien, esta utilidad sería algo muy marginal, porque con respecto a lo que usted decía en 
cuanto a un accidente de avión o cualquier otro hecho de ese tipo, salvo que esas personas hubieran 
estado en la escena de un crimen, sería otro asunto. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Como expresé, el método de identificación de ese ADN es diferente; en 
este caso, se recurre a los familiares. 


SEÑOR MESÍAS.- No se hace con muestras latentes. 


SEÑOR GAMOU.- Entonces, esas muestras no estarían en el banco, sino que se utilizaría otro 
mecanismo, facilitado por este proyecto de ley. De esta forma, comprendo lo planteado. 


SEÑOR MESÍAS.- Esa es la excepción. 


SEÑORA SANSGBERG.- Para aclarar este asunto y comprender mejor el tema del ADN, queremos 
decir que dentro del núcleo de cada una de nuestras células todas las personas tenemos este material 
genético llamado ADN. Si bien tenemos los genes, que son secuencias de ese ADN, que todos 
tenemos iguales y que nos van a permitir realizar las funciones vitales que todos cumplimos, también 
en el ADN vamos a encontrar secuencias que no van a codificar para estas funciones vitales y que nos 
van a hacer diferentes a los demás. En esas secuencias, que difieren de persona a persona, se basa el 
estudio de la identificación personal, por ejemplo, para la resolución de casos criminales. 


A nivel mundial se usa el CODIS, que es un software que utiliza el FB! para estudiar trece 
regiones del ADN, cada una de las cuales se identifica con dos números; o sea que queda una 
secuencia de 26 números que identifica a cada persona y la distingue de otra. Obviamente, cada uno 
de nosotros tiene una combinación diferente de esos 26 números, por lo cual esa secuencia pasa a ser 
como una especie de código de barras personal. En la actualidad sucede lo siguiente. El Departamento 
de Pericias concurre a una escena criminal y levanta las muestras que cree convenientes para llevar al 
laboratorio biológico de Policía Técnica, por ejemplo, ropa manchada con sangre. Una vez que esa 
ropa llega al laboratorio, se extrae una muestra del ADN de la sangre y se obtiene una secuencia de 
números que va a identificar a una persona que no sabemos quién es. Nosotros ponemos esa 
secuencia numérica, ese perfil genético, a disposición del Juez y, si este tiene sospechosos con 
quienes compararlo, nos manda a los sospechosos, a quienes se les toma una muestra indubitada. 
¿Qué quiere decir esto? Que con un hisopo tomamos una muestra de saliva de la persona 
sospechosa, de donde extraemos su perfil genético puro, un código de barras personal y único, y lo 
comparamos con el obtenido a partir de la sangre. Recién allí vemos si hay coincidencia o no con el 
sospechoso. 


El tema es que al día de hoy existen muchísimos casos de este estilo, numerosas 
violaciones. Por ejemplo, al 1% de abril de 2007 en el laboratorio teníamos quinientos perfiles de ADN 
sin identificar, porque si el Juez no nos manda a los sospechosos, el código de barras que obtenemos 
de la escena del crimen queda archivado y no tenemos posibilidades de compararlo. La idea de utilizar 
el CODIS es que esto no siga ocurriendo o que, por lo menos, se minimice al máximo. Para ello, sería 
conveniente que, por un lado, asociado al trabajo del laboratorio biológico, tuviéramos acceso a todos 
los perfiles de ADN obtenidos a partir de muestras de semen, sangre o pelos-todos elementos que 
pueden encontrarse en escenas de violación o de crimen- y que, por otro, en un nuevo laboratorio 
identificáramos el código de barras de los procesados -que hoy día son más de nueve mil- a los efectos 
de poder confrontar resultados y responsabilizar a la persona que cometió el delito. Cabe aclarar que 
en los casos de violaciones, hay muchas reincidencias, aunque hasta el momento esa información no 
se ha dado a luz. 


Con respecto al software CODIS, podría tener dos bases de datos diferentes: una 
exclusivamente criminal y otra para realizar estudios de desastres en masa u otra clase de hecho 
similar. Esos perfiles genéticos no van a ser mezclados, o sea, no se van a confrontar los datos de 
alguien que está desaparecido y cuyos huesos fueron encontrados con los de las personas 
procesadas; son bases independientes. Lo único que queremos mencionar es que el mismo código de 
barras que vamos a utilizar en la parte criminalística para la identificación, lo podríamos aplicar para 
casos de desastres en masa. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero que tengan claro que no estoy en contra, sino absolutamente a favor del 
proyecto. Apoyo el proyecto de ley en el sentido de que va a servir para identificar a las personas, de la 
misma manera que cuando uno tramita la cédula de identidad. Aquí no se trata de saber qué tipo de 
enfermedades tiene la persona, ni nada que se le parezca. Quizá en el día de mañana esto nos pueda 
servir para ordenar el número de donantes de órganos que tenemos. Repito, estoy a favor del proyecto 
y por eso planteé la pregunta. 


Me parece que este es un primer paso y que como país, en algún momento deberemos 
plantearnos la incorporación de un sistema de identificación moderno como este, sobre todo 
considerando que no hay que extraer sangre. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- De allí surge la frase que se lee en algunos artículos y dice que el ADN 
no es codificable. Sirve solo y exclusivamente para identificar; no sirve para ninguna otra actividad, en 
virtud de que la información que se obtiene no nos brinda otras posibilidades. 


SEÑOR MOREIRA.- Si bien han sido claros en su explicación, tengo una duda. La información 
genética brindada por el ADN se requerirá en los casos de todas las personas privadas de libertad en 
las cárceles -que, en este momento, son 9.000- para los procesamientos que se hagan de aquí en más 
y seguramente para la minoridad infractora. Hoy en día es un tema polémico, pero que también se 


inscribe dentro de la actividad delictiva diaria. Imagino que si el sistema vale para los mayores de 
edad, esta información también sería muy útil para investigaciones criminales -que lleva adelante el 
Ministerio del Interior- relacionadas con menores infractores, que tienen un régimen diferente, pero 
cometen delitos a diario. Aparentemente, este sistema aplicaría solo para mayores. 


SEÑOR MESÍAS.- Lo ideal sería que abarcara a toda la sociedad, pero no contamos con el marco 
legal para realizar ese tipo de procedimiento. Cuando consideren el articulado verán que utilizamos la 
palabra “procesados”. Quiere decir que esto se aplicaría a todas aquellas personas que fueron 
sometidas a la Justicia Penal competente y han estado sujetas en calidad de imputadas; en el 
momento de realizar su ficha se haría la identificación genética. Si bien eso no está contemplado, creo 
que desde el punto de vista técnico es posible, pero en el caso de los menores no me animaría a emitir 
opinión. 


SEÑOR MOREIRA.- Justamente, si bien con los menores se sigue un procedimiento diferente, en 
primera instancia pueden estar sometidos a medidas cautelares de privación de libertad y luego son 
condenados. Eso sería más que privación de libertad. En mi opinión, si vale para procesados también 
valdría para condenados. 


SEÑOR MESÍAS.- La Policía Técnica en sus registros patronímicos y dactilares -que son los que hoy 
están auxiliando a la Justicia en el esclarecimiento de los delitos- excluye a los menores; no tenemos 
posibilidad legal de tener un registro de antecedentes de menores. Al no ser procesados, porque de 
acuerdo con el artículo 34 del Código Penal son inimputables, ni siquiera tenemos la posibilidad de 
acceder a su legajo prontuarial. Hoy por hoy, para los procesados tenemos el legajo prontuarial y le 
vamos a agregar esto, pero para los menores infractores no tenemos posibilidades de hacerlo porque 
la ley no nos lo permite. 


SEÑOR MOREIRA.- Este es un tema de rigurosa actualidad. Si bien el Código de la Niñez y la 
Adolescencia ordena la destrucción de los antecedentes judiciales y administrativos de los menores 
cuando cumplen la mayoría de edad, se da la paradoja de que ni siquiera existe un registro de 
antecedentes a nivel nacional, porque hay una descoordinación total entre las distintas sedes 
judiciales. 


En este caso, el Código de la Niñez y la Adolescencia hace referencia a los antecedentes 
judiciales y administrativos pero no a este tema, que es muy nuevo. En definitiva, es un dato de 
información para la investigación criminal que, a mi juicio, de buenas a primeras no violenta el Código. 


SEÑOR MESÍAS.- El Instituto Técnico Forense tiene el archivo de los antecedentes de menores 
infractores que le es remitido por los Juzgados de la minoridad infractora, pero la Dirección Nacional de 
Policía Técnica no tiene la posibilidad de contar con esos registros. Evidentemente, a la hora de tomar 
alguna decisión respecto al sometimiento a internación o a la entrega de esos menores a sus padres, 
los Jueces cuentan con esa documentación, pero no la policía, que sí la tiene en el caso de los 
mayores. 


SEÑOR MOREIRA.- En varias jornadas de esta Comisión, los Jueces y los Fiscales de menores se 
quejaron de que no hay un registro centralizado y que el ITF tiene un registro de mayores, pero no de 
menores. Es mas, dijeron que no hay un registro de antecedentes de menores a nivel nacional. La 
Suprema Corte de Justicia ha omitido la reglamentación del Código de la Niñez y la Adolescencia y 
entonces los Jueces se ven enfrentados a la dificultad de no conocer los antecedentes de los 
menores que delinquen en distintos lugares y departamentos, porque no existe un registro nacional. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- En realidad, se identifica a los menores, pero en la práctica sucede que 
siempre están indocumentados cuando son sospechados de un delito. Entonces, para verificar su 
correcta identidad es necesario ficharlos, pero la policía no retiene esas fichas porque son enviadas al 
Instituto Técnico Forense. No sabemos si las destruye o qué hace con ellas, pero la policía tiene la 
obligación, en auxilio de la Justicia, de que toda persona que remite ante la presencia de los 
Magistrados vaya correctamente identificada. Es una misión institucional que tiene la policía en auxilio 
al órgano jurisdiccional, pero no retiene los archivos en el caso de los menores. Bastaría una orden de 


la Suprema Corte de Justicia -como bien explicaba el señor Senador Moreira- para que se cumpliera 
esa parte administrativa. 


SEÑORA MOREIRA.- Haré tres preguntas sobre este tema. 


La exposición de motivos del proyecto de ley hace especial hincapié en el aumento de los 
delitos sexuales y en el de casos no denunciados. No sé exactamente cuáles son las estadísticas con 
relación a esto, pero se hace referencia a que en los últimos cinco años se viene registrando un 
aumento sostenido de los delitos sexuales. Supongo que no se tienen estadísticas de los casos no 
denunciados, precisamente porque no son denunciados. Este asunto es bastante central en la 
exposición de motivos y entonces se me plantean interrogantes. Estuve hablando con la señora 
Representante Daisy Tournée -Miembro Informante del proyecto de ley en la Cámara de 
Representantes- porque también hizo hincapié en ese aspecto. Dado que en la exposición de motivos 
se insiste en la necesidad de contar con un registro genético para casos de violencia de todo tipo - 
homicidio, violencia sexual, etcétera- y al escuchar decir a quienes nos visitan que los nueve mil 
presos, aun el que robó una manzana, estarían incluidos en él, quisiera conocer cuál es su alcance. 
¿Habrá un registro genético de todos los procesados independientemente del delito por el que lo hayan 
sido? Esto daría la pauta de que no estaría restringido a los casos de violencia, sino que todos los 
procesados pasarían a tener una identificación genética. 


La segunda pregunta, relacionada con la anterior, tiene que ver con cuál es el nivel de 
certeza que se tendría con un test de este tipo. Supongo que debe ser muy alto, porque se haría un 
chequeo de los nuevos datos con el banco existente, al igual que en las películas, salvo que en este 
caso se haría por orden del Juez, de acuerdo con lo que me explicó la señora Representante Daisy 
Tournée. 


El proyecto de ley, en su artículo 3%, establece que su finalidad es identificar, asistir a la 
resolución de controversias y facilitar el esclarecimiento. Vayamos al caso más habitual de violencia 
sexual doméstica: que exista la sospecha sobre un familiar y con una orden del Juez, se tome una 
prueba de ADN. Quiero saber -y esta sería mi segunda pregunta- si ese registro funciona como prueba 
para la justicia. 


La tercera pregunta es cuál es el costo monetario o de recursos humanos que supondría la 
implementación de esta propuesta. 


SEÑORA SANSGBERG.- Voy a referirme al tema de la probabilidad. 


Supongamos entonces que tenemos un caso de violación, para seguir el ejemplo que 
mencionó la señora Senadora Moreira. En ese caso se obtuvo un perfil genético de unos 26 números 
que caracterizan el semen presente en esa violación. Esos datos, ese perfil genético -es decir, esos 26 
números- van a ser aportados por el laboratorio biológico a nuestra base de datos en el nuevo 
laboratorio. Entonces, se procede a una búsqueda exhaustiva mediante el software para tratar de 
encontrar una coincidencia o match, como se denomina, que debe ser de un 100%. Hasta ese 
momento, nuestra base de datos solo va a tener un número, un alfa numérico, pero en primera 
instancia no vamos a saber a quién pertenece ese perfil genético; lo único que vamos a ver es si se 
produjo match o coincidencia. Una vez constatada la coincidencia, se pasará a buscar en nuestra base 
de datos a quién corresponde ese perfil genético. 


Estos son los pasos para tratar de que no se crucen datos; es una forma de control. Una vez 
que descubrimos esa coincidencia y la confrontamos con la persona, para finalizar el caso, como forma 
de control, se le va a tomar una nueva muestra independientemente del match que hayamos obtenido, 
de modo de asegurarnos que no hubo cruzamiento de datos, contaminación de ningún tipo y de que 
ese perfil genético limpio de esa persona que hoy identificamos se va a corresponder con el que fue 
aportado por el laboratorio biológico. 


Decía hace unos momentos que la coincidencia siempre tiene que ser de un 100%, pero 
como este porcentaje no existe en el mundo de la genética, porque no está estudiada toda la población 


mundial, nosotros tomamos como valor de coincidencia el 99,999%. Obviamente que estos valores no 
son la única prueba que vale para el Juez, pero es absolutamente objetiva. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Quiero complementar este tema con una anécdota, aunque no importa en 
qué departamento o juzgado sucedió, ni cuál fue el caso particular. 


El resultado arrojó un 94% de certeza y la Jueza quería procesar a como diera lugar porque 
se trataba de más del 90%. Tuvimos que explicarle que el porcentaje significaba que en 100 personas, 
94 podían coincidir con el ADN, pero seis podían quedar afuera. Entonces, aunque los porcentajes 
sean altos, es decir, de 94%, 95% o 96%, sólo sirve como prueba lo que califica un 99,999%. 


En cuanto a la otra pregunta, que tiene que ver con la estructura y los costos, debo decir que 
desde octubre de 1996 la jurisprudencia uruguaya cuenta con el primer caso aclarado a través del 
ADN. Inclusive, creo que también fue el primer caso en Latinoamérica. Es decir que estamos a la 
vanguardia gracias a una donación del gobierno alemán -que se produjo en los años 1993 y 1994- que 
nos permitió instalar nuestro primer laboratorio biológico con perspectivas de análisis genéticos para 
identificación. ¿Qué función tenía? Solamente la de traer las muestras desde la escena del crimen para 
compararlas con las de los sospechosos. Sin embargo, para esta actividad es necesario crear otro 
laboratorio, otro edificio, instalar otra tecnología y utilizar personal distinto. Con las muestras que tomo 
a las personas que están procesadas no puedo utilizar la misma tecnología que para las muestras que 
se traen desde la escena del hecho, porque puede haber contaminación cruzada; seríamos muy 
vulnerables ante los abogados defensores y no sería un trabajo serio. Por esta razón es necesario 
hacer todo esto por separado; ni siquiera el personal puede ser el mismo, así como tampoco la 
tecnología y el edificio. A su vez, después de comenzar a trabajar hay que tomar las muestras y 
procesarlas, para lo que se necesita un kit -que consta de los famosos trece marcadores- que permita 
procesar cada muestra y arroje ese código alfanumérico de 26 caracteres que corresponde a cada 
persona. 


Cabe destacar que la jefa de nuestro proyecto, la química Cynthia Pagano, nos comentó que 
actualmente hay determinados valores porque nuestro consumo es muy bajo y por ello pagamos caros 
los reactivos. Sin embargo, al hacer un consumo a granel, con un proyecto donde habría que tomar 
más de nueve mil muestras, los precios internacionales bajarían considerablemente. Por ejemplo, 
podríamos hablar de una rebaja de US$ 100 a US$ 20 por cada muestra. Por lo tanto, el compromiso 
de la jefa de nuestro proyecto, en caso de aprobarse este proyecto de ley, es intentar abaratar esos 
precios al mínimo. A su vez, por ser el primer país en el mundo que tendría a toda su población en un 
AFIS civil -como sucede en la actualidad- y a toda su población criminal en un AFIS criminal con las 
huellas dactilares, así como en un CODIS criminal a toda la población, Uruguay también serviría de 
vidriera para que organismos internacionales nos tomaran como laboratorio de referencia en la materia. 
En lo que tiene que ver con los costos, esto también significa que esas empresas invertirían en nuestro 
proyecto, con lo que los precios para el Estado se reducirían. Este es uno de los beneficios que tiene 
ser vanguardista en estos temas científicos de identificación criminal y criminalística. 


SEÑORA MOREIRA.- Tengo entendido que el 80% de los delitos que se cometen en nuestro país son 
hurtos y rapiñas, y este proyecto de ley -de acuerdo con su exposición de motivos- parece más 
orientado hacia delitos de violencia que a delitos contra la propiedad, por poner categorías. Insisto que 
según la exposición de motivos, parece tener más que ver con homicidios y actos de violencia y no 
aparece una mención al tipo de delito más frecuente. Por lo tanto, quisiera saber cuál es la congruencia 
entre quienes cometen delitos contra la propiedad y quienes cometen delitos de violencia. Es decir, si 
tenemos un registro de 9.000 casos, por ejemplo, ¿cuál es la probabilidad de que quien cometió un 
hurto o una rapiña haya violado? Sabemos que la probabilidad de que se produzca una violación por 
parte de un familiar es altísima, pero no sé si se cruzan estos dos tipos de delitos y para qué sirve 
contar con una misma base con relación a ellos. 


Por otro lado, quisiera saber cuántos casos -esto supone un proceso muy complejo y de 
acuerdo con lo que señaló el señor De los Santos es bastante costoso- de identidad de delitos sin 
cometer pueden ser resueltos por esta técnica. Aclaro que el porcentaje puede ser anual, teniendo en 
cuenta que el 80% abarca hurtos y rapiñas. 


SEÑOR MESÍAS.- Antes que nada me gustaría aclarar de dónde surgen las estadísticas y cómo fueron 
tomadas. Surgen de un relevamiento de la Jefatura de Policía de Montevideo, entre los años 2003 y 
2007. Cuando se refiere a aquellos delitos sexuales que no son denunciados, fundamentalmente 
trascurren dentro del ámbito del nexo familiar en el cual a veces la víctima y el victimario tienen una 
relación de parentesco por consaguinidad o afinidad, o sea que puede ser un padrastro o un 
hermano. Recién empieza a tomar estado público mucho tiempo después de que haya sucedido. Esta 
es parte de la explicación por la cual se calculan las estadísticas de las violaciones y las que no se 
denuncian, que si bien pueden ser conocidas por la autoridad administrativa, en ese caso la Policía, no 
llegan a la órbita judicial por vergúenza, pudor o porque las personas involucradas tratan de ocultarlo. 


Otra de las preguntas fue por qué se habla solo de los violadores o de los que cometen 
delitos sexuales. Para formular este proyecto de ley recurrimos al Derecho Comparado y tratamos de 
ver qué es lo que dicen las otras instituciones; quizás tengan este tipo de normativa dentro de su 
Derecho Positivo. Nos encontramos con extremos que van desde las leyes anglosajonas en Gran 
Bretaña y en Estados Unidos donde cualquier sospechoso puede ser obligado a someterse a un 
análisis genético a efectos de determinar su culpación o exculpación en determinado tipo de delitos; ni 
siquiera se requiere una orden judicial. La Policía tiene, fundamentalmente en Inglaterra, la potestad 
de tomar muestras de ADN a cualquier persona sospechosa o que entienda que está vinculada a un 
hecho delictivo. 


Después hay otras legislaciones como la de Bolivia -y no recuerdo si la de Ecuador- en las 
que también se establece que las personas que cometen esos delitos, los sujetos activos de esas 
conductas, podrían integrar el banco de datos. 


Nuestra pretensión fue adaptarlo a nuestra realidad. Cuando hablamos de delitos contra la 
propiedad y de hurto analizamos la evolución que ha tenido la legislación y vemos cada vez más que 
los hurtos se cometen con más violencia. Es decir que sin llegar a ser rapiñas -porque hay violencia 
sobre las cosas y no sobre las personas que es la rapiña propiamente dicha, como el hurto con 
arrebato y con despojo- ha sido más frecuente ese tipo de delito contra la propiedad y, de alguna 
manera, ha aumentado su gradualidad. En algún momento discutimos qué hacer, si se incluían los 
copamientos, las rapiñas, la riñas, las riñas con resultado de muerte, etcétera. Es decir, ¿hacemos una 
división taxativa de cuáles son las personas o hacemos una definición laxa en la que todas las 
personas que son procesadas integran el banco de datos porque en realidad no existe ninguna 
violación o ingreso a la intimidad de la persona? De ninguna manera la persona que está en ese banco 
en forma anónima, con un código de barra tal como explicó la bióloga, es identificada; nadie sabe 
quién es hasta que se la compara con una muestra recogida en la escena del hecho y se verifica que 
es la misma persona. No hay forma de que de ese banco surja alguna información. Por esa razón, 
estoy pensando en el mismo sentido en que se ha manifestado el señor Senador Gamou. Este es un 
problema de costos, pero lo ideal sería que estuviéramos todos en ese banco. Como se sabe, hay 
muchas violaciones sin esclarecer y tenemos muestras de ADN, pero el problema es que no tenemos 
con quién compararlas. Y es posible que después de la novena violación, como ocurrió el año pasado 
en el caso de un hombre que violaba señoras ancianas, recién al ser detenido el individuo, se pudo 
constatar que era el violador. Esto fue así porque teníamos los indicios latentes de todas las anteriores 
violaciones. Pero si a esa persona la hubiéramos tenido registrada en el banco, ya con la primera 
muestra la habríamos podido identificar. El objetivo de esta iniciativa es identificar a las personas que 
cometieron delitos y para eso hay que lograr que la tecnología que tenemos a nuestro alcance se 
pueda utilizar con ese fin. Asimismo, queremos dar la tranquilidad al ciudadano de que el anonimato es 
lo esencial y de que ningún código saldrá del banco a menos que sea para compararlo con una 
muestra. Y si el código sale del banco pero no se corresponde con la muestra, tampoco se sabrá quién 
es la persona, ya que recién cuando hay una comparación positiva vamos al patronímico. 


SEÑOR MOREIRA.- El texto se inicia hablando de violencia doméstica y delitos sexuales, por lo cual 
es comprensible que a la señora Senadora Moreira se le haya generado confusión. Pero 
posteriormente, se hace referencia a delitos violentos y graves como la rapiña, que ha tenido un 
incremento sostenido durante los últimos años. Los datos indican 15.000 rapiñas y 100.000 hurtos por 
año. Quiero aclarar que esta iniciativa será útil para clarificar cualquier tipo de actividad delictiva. De 
todos modos, debo decir que me genera mucha inquietud lo que ha dicho el Inspector De los Santos 
con respecto a los porcentajes de exactitud. Eso determina que todo sea un tema de valoración del 
magistrado actuante, que será quien determine si esa prueba basta para procesar o simplemente es un 


elemento más al que hay que agregar otros probatorios para llegar a dictar un auto de procesamiento. 
Como se dijo, en unos casos se trata de un 96% y en otros de un 99,9%. Ese es un tema que me dejó 
pensando con respecto a si el juez, frente a una prueba de esa índole, determina que alguien es 
culpable o inocente. Me pregunto si ese elemento puede constituir en sí mismo una prueba o 
solamente es un factor que permite tener la semiplena prueba que sirve para procesar a alguien. 


SEÑORA SANGBERG.- El Inspector hacía referencia a que cuando no se llega al 100% es debido a 
que se trata de un caso forense, ya que las muestras forenses muchas veces vienen degradadas. Al 
tratar de analizar los 13 marcadores dentro del ADN, muchas veces, en vez de darnos 26 números, nos 
da 20. No podemos desechar esa información y, por eso, así como está, si es todo lo que nos aporta 
tenemos que tratar de usarla lo más posible y confrontarla con un sospechoso. Cuando la cantidad de 
esos números baja de 26, en virtud de lo escasa que puede ser o de lo degradada que puede estar una 
muestra forense, pasa a ser un elemento que da al juez la posibilidad de determinar que el perfil de la 
persona y de la muestra influye en un 94% ó 96%. En esos casos el juez tomará otros recaudos para 
tratar de resolver el asunto, pero obviamente esos datos nos acercan muchísimo a la identificación de 
la persona que pudo haber cometido el hecho. De todas maneras, un 96% es extremadamente alto. Es 
por esa razón que el Inspector se refería a esos valores. En realidad, lo que se busca siempre y por 
eso se trata de hacer un análisis lo más profundo posible, es alcanzar los 26 números completos, que 
llegarían al 100% en la comparación con la persona a la que se le tomó la muestra. 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, la contaminación del resultado se produce por la muerte de la víctima y 
su cotejo con una muestra obtenida de la escena del crimen en la que se presenten dificultades. 


SEÑORA SANSGBERG.- Cuando me refiero a la contaminación aludo, por ejemplo, a cuando se 
encuentra ropa con sangre. Así pues, todo el ambiente, la putrefacción y las bacterias van degradando 
el ADN -que es una larga cadena- y haciendo de él pedacitos cada vez más chiquitos. Esta 
degradación de los fragmentos objeto de estudio, no daría como resultado ese número que permitiría la 
confrontación. Esta es una característica de muestras forenses que, conviene aclarar, no son todas 
iguales, pues algunas de ellas vienen en muy buena cantidad. Al juez le importa muchísimo -porque es 
algo sumamente objetivo- que para indicar o señalar a un posible sospechoso nos basemos en la 
menor cantidad posible de números pero, por lo general, se llega a ese 99,99% del que tanto se habla. 
En caso contrario, igual se dirige la investigación hacia cierta persona, porque nunca podemos hablar 
de que la información que brindamos al juez no es buena. 


SEÑOR MOREIRA.- Hay indicio. 


SEÑORA SANSGBERG.- En otro orden de cosas, quiero decir que numerosos hurtos y rapiñas fueron 
resueltos gracias al ADN. Por ejemplo, es muy común que al circular en un auto alguien rompa la 
ventana y robe un bolso. En muchos casos, han dejado restos de sangre y, al tener el juez un 
sospechoso, ese perfil de ADN de esa sangre encontrada en el auto se confronta con la del 
sospechoso y así se resuelve el caso con un 100% de exactitud. 


SEÑORA MOREIRA.- Ese sospechoso está registrado en la base de datos. 


SEÑORA SANSGBERG.- Actualmente no lo está. Si al día de hoy el juez no tiene un sospechoso, ese 
perfil genético que se encontró queda archivado y el caso permanece sin resolución. De ahí la 
importancia de tener una base de datos de las personas que cometen esos actos delictivos. 
Obviamente que va a saltar si la persona no está involucrada dentro de esa base de datos. En 
definitiva, lo que se busca es una coincidencia. Por lo general, en los casos de violaciones y 
agresiones sexuales, se da una reincidencia, porque el que viola a una persona, viola a varias. Ahora 
bien, si hasta el momento tuvimos la suerte de involucrarlo con un caso específico y no con todos los 
demás, a través de este software y de esta base genética podremos descubrir los restantes casos que 
se produzcan. 


SEÑOR GAMOU.- Nunca pensé que los cursos de epistemología me iban a servir tanto. El 99,99% se 
debe, entre otras cosas, a que en las ciencias fácticas no existe el 100%. Es más, si una persona se 
cae de un edificio, va al piso, pero no hay una prueba en un 100%. Desde el punto de vista legal, 


absolutamente nadie se siente vulnerado en sus derechos cuando va a obtener la cédula de identidad 
y estampa su huella digital. A su vez, nadie tiene derecho al pataleo cuando lo ponen en el Clearing de 
informes sin consultarlo. 


Creo que esto significa un enorme avance que se logra, sobre todo, por los delitos a los que 
aquí se hicieron referencia. De acuerdo con los cálculos que se han hecho, en la actualidad un perfil 
genético tiene un costo de US$ 100, cifra que se reduce a US$ 20 si se hace a 9.000 personas. 
De todos modos, aunque tenga un costo de US$ 20, al multiplicarlo por tres millones resulta una cifra 
importante. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- El señor Senador está yendo más lejos porque lo plantea para toda la 
población. 


SEÑOR GAMOU.- Aclaro que estoy de acuerdo con esto que se propone pero quisiera preguntar, en 
primer lugar -hay que tener en cuenta que esto ya existe en Estados Unidos, por ejemplo en Los 
Angeles que es un Estado bastante grande- cuántos perfiles genéticos o huellas dactilares puede 
haber en un banco de datos; calculo que fácilmente puede haber tres millones. Si pudiéramos tener un 
banco genético que abarcara a toda la población, la preocupación del señor Senador Moreira estaría 
contemplada, ya que los menores también estarían incluidos. 


En segundo término, la otra interrogante es si, una vez aprobado este proyecto de ley que 
considero fantástico, nuestro país está en condiciones económicas de generar un banco genético de 
toda la población, que no solamente serviría para resolver crímenes, sino que también colaboraría 
mucho a la hora de realizar pruebas de paternidad y algunas cosas más. 


SEÑORA SANSGBERG.- Me gustaría explicar por qué en Estados Unidos no existe este codex para 
toda la población y cuál es el sentido de que sólo se incluya a la población procesada. 


Me gusta dar ejemplos porque me parece que es una forma de explicar las cosas más 
claramente. Por ejemplo, cuando se produce un homicidio en el baño de una discoteca, alrededor de la 
persona muerta se podrán encontrar millones de pelos de otras personas que entraron al lugar antes 
de que se produjera el hecho. Si tengo un banco genético de toda la población, tendría que incriminar 
en el hecho a todas las personas que entraron al baño antes de que éste se produjera, lo que 
provocaría muchos errores. Con esto quiero explicar por qué no se hace una base de datos de toda la 
población y sólo se usa para aquellos que han sido encarcelados o procesados y que han estado 
vinculados a hechos criminales. Además, esto es lo que se hace en otros países que ya cuentan con 
esta base de datos. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Me interesa recordar una máxima de un célebre criminalista francés del 
Siglo XX, Edmond Locard, que dice que todo contacto deja rastros. 


Para contestar la pregunta que había formulado la señora Senadora Moreira, me gustaría 
agregar que esto habría que observarlo con una doble perspectiva. Entiendo que no se puede 
generalizar porque ingresaríamos en el área de la identificación civil y esa no es nuestra área y ni 
siquiera podríamos ejemplificar. La señora Sansgberg ha tenido la suerte de poder poner un buen 
ejemplo porque el mes pasado tuvo la oportunidad de observar lo que sucede en el FBI y de visitar 
algunos laboratorios. Si todo contacto deja rastros y tenemos en cuenta esa máxima de la criminalística 
que nos ayuda a buscar en la escena del crimen con empatía y un poco de semiótica para diagnosticar 
lo que sucedió allí, podremos ver que la violencia a la que referimos no solamente tiene que ver con 
violencia física sobre las personas. Muchos hurtos y daños se producen con violencia en las cosas, 
aunque el damnificado no esté en el lugar. Esa violencia, que es parte del contacto que existe entre el 
autor del hecho y la escena, queda plasmada en las cosas, por ejemplo, en forma de sangre, porque 
rompió un vidrio con la mano, de pelos, que quedan dentro de un gorro que tenía puesto y dejó 
abandonado, o de prendas de vestir, que deja allí porque se pone lo que está robando. Ese es el 
intercambio que tratamos de buscar. 


Por otra parte, deseo señalar que crecí en una policía en la que íbamos a investigar los 
hurtos y nos obligaban a poner un precio a lo robado. Si lo robado era poco se decía que era un hurto 
de monto menor y, si era mucho, se calificaba de hurto de monto mayor. Incluso se establecía que de $ 
1.500 para abajo, era monto menor y, de esa cifra para arriba, era monto mayor. No nos dábamos 
cuenta -hace un par de décadas la criminalística no tenía la especialización y desarrollo actual- que en 
algunos robos como, por ejemplo, de unas garrafas del fondo de una casa, podía haber huellas de 
pisadas en una pared por un escalonamiento, u otro tipo de huellas al romper una puerta, por lo que se 
producía el intercambio al que hicimos referencia en el teorema. Sin embargo, no concurríamos a ese 
tipo de robos porque el monto era menor, sin percibir que para una persona de bajos recursos esas 
garrafas podían significar algo muy importante porque le sirven para cocinar, para calentar el agua, 
etcétera. En realidad, para una persona de escasos recursos esas garrafas podrían significar lo mismo 
que para otra de altos recursos el robo de una caja con joyas. Actualmente, lo que valoramos es el 
potencial de indicios o evidencias que puede tener una escena, sin tener en cuenta el monto o si se 
trata de un hurto o de una rapiña; concurrimos a tomar las muestras si hay potencial en la escena 
porque hubo intercambio, en cuyo caso hay posibilidades de identificar al autor. 


Quería hacer esta aclaración porque hubo un cambio de filosofía en la investigación criminal 
y eso abarcó al Uruguay en los últimos tiempos. Inclusive, a partir de este año, se popularizó el uso de 
la criminalística y de la ciencia en hechos que antes catalogábamos como “de monto menor”. De esta 
forma, se democratiza el sistema y alcanza a todas las personas que han sido damnificadas, no sólo a 
las víctimas de violencia sino también a las que fueron damnificadas por el hurto de algo que 
consideran importante, siempre y cuando haya potencial de indicio y evidencia para recolectar en la 
escena. 


Por eso ampliamos el universo de la ley a todos los procesados, con y sin prisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido disculpas por no estar presente en la presentación del proyecto pero tenía 
otras actividades políticas. 


En principio, parece lógico impulsar aquello que signifique tener elementos para evitar la 
impunidad de quien comete un delito, que es de lo que se trata. A grandes rasgos, la única duda 
inicial la tendría con respecto al artículo 11. No sé si estamos creando una figura penal nueva o si ya 
existe algo parecido a lo que establece esta norma. Teniendo en cuenta que en la Cámara de 
Representantes se está estudiando el Código Penal, me pregunto cómo se enmarca este castigo o 
pena con relación al resto de los delitos. 


En lo que refiere al tema penal, cuando analizamos proyectos de ley, en lugar de decir que 
están determinados por tal figura o que hay que remitirse a un artículo en particular, establecemos la 
pena, y nuestro temor es que de esa forma estemos identificando si contra delitos más graves -que el 
que pudiera significar este- estamos por encima, o si hay delitos menos graves que están por encima 
de esta pena. 


Entonces, me parece que se plantea un tema que no es del proyecto de ley, pero que hay 
que penar, naturalmente, porque quien distorsiona todo esto debe tener un castigo. Este es un 
elemento sustancial, incluso, en lo que tiene que ver con la inocencia de las personas, porque si 
alguien empieza a manipular, podemos estar generando una culpabilidad que no sería cierta. 


Reitero que me preocupa el artículo 11 y por ello agradecemos todo lo que nos puedan 
ilustrar sobre él. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera agregar que no solo se trata del artículo 11; los artículos 12 y 13 también 
tienen nuevas figuras delictivas. Se plantean nuevas responsabilidades. 


SEÑOR GAMOU.- Que en el artículo original no están. 


SEÑOR MICHELINI.- Tiene razón el señor Senador Moreira, señor Presidente. 


SEÑOR MESÍAS.- Deseo aclarar al señor Senador Michelini que esa fue la modificación que incorporó 
la Cámara de Representantes cuando les presentamos el proyecto de ley. Justamente, lo que no 
queríamos era tipificar cuál era el delito, porque a veces la casuística es mayor que la taxatividad de 
las figuras delictivas que pudiera incurrir el agente. 


Los artículos que vinieron originalmente redactados establecían la posibilidad de que “los que 
interviniendo en alguno de los procedimientos regulados en la presente Ley en razón de su cargo o 
profesión, permitieren el acceso a los registros o exámenes a personas no autorizadas o los divulgaren 
o Uusaren indebidamente, serán pasibles de las sanciones administrativas y su eventual sometimiento a 
la Justicia Penal” -artículo 12 del proyecto de ley original- entendiendo que esto podía ser un delito 
contra la Administración Pública, como bien jurídico tutelado, o contra la Administración de Justicia, 
pero que, en definitiva, fuera el Juez el que tipificara, de acuerdo con la conducta que el agente 
realizara, si hay un delito de peculado, una concusión, un cohecho o un encubrimiento. 


Nosotros no nos atrevimos a tipificar, y mucho menos a poner una pena, porque nos parecía - 
con todo respeto- que el Juez, analizando la situación caso a caso, podía llegar a determinar si la 
conducta del sujeto se adecua al tipo penal establecido en el Código o si, no siendo un delito, se haría 
lugar al eventual sometimiento a la investigación administrativa y al sumario disciplinario para el caso 
de que su conducta vulnerara los principios de la buena administración. 


Pero no puedo ni siquiera decir cómo fue tipificado ni qué gradualidad de pena tiene, porque el 
proyecto original, por llamarlo de alguna manera, no tenía esa disquisición, sino que se lo dejaba a la 
autoridad judicial. Sí puedo decir, en cuanto a la parte administrativa, que sería competencia del Poder 
Ejecutivo, pero en cuanto a la parte judicial, habría que someterlo a la Justicia y entendiendo, de 
acuerdo con las situaciones, que fuera el Juez el que determinara si hay responsabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores invitados no tienen más para agregar, les agradecemos su 
presencia en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Los agradecidos somos nosotros, señor Presidente. 


Esta inquietud, que se transformó en una iniciativa legislativa y se plasmó en el papel, recoge 
el sentimiento de todo el personal y las generaciones que nos precedieron, de las cuales hemos 
recibido el esfuerzo para tratar de mejorar cada vez más y tener las herramientas, ya sean técnicas, 
tecnológicas, jurídicas o metodológicas para poder trabajar mejor. En realidad, lo que estamos 
buscando es, a partir de nuestro servicio, aportar más a ese triple “cliente” que tenemos, que es la 
sociedad, el sistema judicial y la propia Policía en la etapa presumarial de cualquier investigación que 
se emprenda, que es donde pensamos que esta herramienta puede resultar útil. 


SEÑORA MOREIRA.- En nuestro país, la tasa de efectividad en el descubrimiento de los autores de 
hurtos y rapiñas ha sido tradicionalmente muy baja. ¿Piensan que con este proyecto de ley puede 
aumentar sustancialmente? 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Así es, señora Senadora. En caso de que este proyecto de ley fuera 
aprobado, se aplicaría una doble estrategia, que es la utilización del ADN y de la huella dactilar en 
todos los casos. Estamos preparando un programa de Policía Comunitaria para capacitar a los agentes 

-que en Montevideo son 140 y en todo el país unos cuantos- a los efectos de que puedan ser 
evaluadores de la escena del delito, ya que son quienes llegan en primer lugar y tienen, entre otras, la 
finalidad de contención de la ciudadanía damnificada. Pensamos que con esos conocimientos y 
herramientas de los que les vamos a proveer -dispondrán de una valija con el instrumental necesario 
para buscar indicios en la escena delicitiva- efectuaremos un ataque frontal, de alto impacto y a corto 
plazo, al flagelo de delincuencia que nos está amenazando y que en este momento está casi fuera de 
control. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la visita y el aporte de los invitados. 


(Se retira de Sala la delegación de la Dirección Nacional de Policía Técnica del Ministerio del 
Interior) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 


SEÑOR GAMOU.- De acuerdo con lo que pregunta el señor Senador Michelini -que no estaba en el 
proyecto original- observo en los artículos 11, 12 y 13 que efectivamente hay una gradualidad. Por lo 
tanto, considero que quizás la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes hizo algún tipo de consulta o trabajo metodológico 
para establecer esa pena. De cualquier manera, como este proyecto de ley no se va a votar la semana 
que viene porque no hay sesión del Senado -aunque a lo mejor sí sesiona esa Comisión- 
encomendaría a la Presidencia que tomara contacto con la mencionada Comisión para consultarla 
acerca de cómo fueron establecidas las penas. Una vez evacuadas las consultas que planteaba el 
señor Senador Michelini, lo conveniente sería votar el proyecto para que entrara al Senado cuanto 
antes. Si hay consenso, estoy dispuesto a votarlo tal como está, pero advierto que no hay tanto apuro 
como para convocar a una sesión especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se analizan los antecedentes, se podrá ver que tenemos un informe del 
Instituto de Derecho Penal de la Universidad de la República que, precisamente, no hace referencia a 
esos tres delitos que se crean pero sí hace observaciones muy interesantes sobre el proyecto original; 
también tenemos los informes de la Dirección de Policía Técnica y de la Unidad Reguladora y de 
Control de Datos Personales. Si les parece bien, entonces, el proyecto se incluirá en el Orden del Día 
de la próxima sesión, para que los integrantes de la Comisión tengan tiempo de estudiar los 
antecedentes antes de proceder a una segunda discusión. 


El segundo punto del Orden del Día a consideración de la Comisión refiere a la Carpeta N* 
375/210. Allí hay una reiteración de un oficio solicitado por el Juzgado Letrado de Primera Instancia en 
lo Penal y de Adolescentes de 4” Turno de la ciudad de Salto, donde se requiere la suspensión de los 
fueros del señor Eduardo Muguruza Galvalisi. 


De acuerdo con los antecedentes, el señor Muguruza fue objeto de una denuncia penal y en 
su comparecencia invocó su condición de Senador. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Cuándo ocurrió eso? 

SEÑOR PRESIDENTE.- En la Legislatura pasada, en junio del año 2009. 
SEÑOR MICHELINI.- Pero era Senador. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Era Senador suplente. 

SEÑOR MICHELINI.- De cualquier modo era Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No dije que no lo fuera, dije que invocó su condición de Senador y se amparó 
en sus fueros parlamentarios. Al Juez no le dijo exactamente cuáles eran las circunstancias, no le 
mencionó que era Senador, pero suplente. Más aún, en la sesión pasada intervino y dijo que había que 
estudiar la coyuntura histórica para saber si los Legisladores suplentes tenían fueros. 


Luego de VISTOS y RESULTANDO de la Resolución que se oficia al Poder Legislativo, con 
testimonio de las actuaciones, requiriéndosele emitir pronunciamiento, de acuerdo con el mecanismo 
de conformación de la voluntad parlamentaria, acerca de la suspensión de los fueros parlamentarios, 


en el CONSIDERANDO 1), la Jueza dice: “Que en la especie se entiende necesario dilucidar si 
corresponde acceder a la pretensión de amparo en los fueros parlamentarios que invoca el denunciado 
y su incidencia en el proceso penal extraordinario consagrado por la Ley N* 16.099”. Y en el siguiente 
párrafo agrega: “Como precisión previa cabe establecer que resulta acreditada la investidura al cargo 
de Senador del Sr. Eduardo Muguruza, resultando a juicio de la suscrita aplicable el instituto 
consagrado por el artículo 114 de la Constitución, a los Senadores con independencia de su condición 
de titulares o suplentes”. 


En definitiva, la Comisión debe contestar si un Senador suplente tiene fueros que le impiden 
comparecer ante la Justicia. En este caso, entonces, se escucharán las opiniones o se harán las 
consultas que cada miembro de esta Comisión estime pertinentes. Me adelanto a señalar que ya hice 
consultas y me parece que es elemental que el Senador o Legislador suplente solo tiene fueros 
mientras dure la suplencia, pero no tiene un estatuto de fueros de las mismas características que el 
titular. En consecuencia, esa sería la respuesta que habría que dar al Juez en esta cuestión, pero por 
supuesto se escuchan opiniones. 


SEÑOR MICHELINI.- En los antecedentes surge que cuando se emitieron las palabras del señor 
Muguruza que generan la denuncia penal, él era Senador; también lo era cuando lo llama el Juez 
actuante. Pero la licencia había terminado y él era suplente; supuestamente no tenía fueros y el 
juzgado actuante entiende, creo que bien, porque no estamos ante un delito penal... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un delito penal, señor Senador. 
SEÑOR GAMOU..- Tiene pena de prisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Quise decir que no estamos ante un delito de homicidio, sino frente a un tema de 
menor cuantía a mi entender. Una vez terminada la licencia, el Juez actuante lo convoca, porque sigue 
creyendo que el señor Muguruza actuó y dijo lo que dijo en función de la no responsabilidad que 
tenemos los Legisladores por nuestros dichos. Habida cuenta de esa situación es que nos pide a los 
Senadores que nos pronunciemos. Por tanto, pienso que deberíamos responder que en el momento en 
que se reúnen los antecedentes, el señor Muguruza estaba actuando como Senador y, en 
consecuencia, la Comisión no debería hacer lugar a esta solicitud. Si el Juez entendiera que cuando el 
señor Muguruza dejó de ser Senador no lo amparaban los fueros, no tenía que preguntarnos nada, 
como ha sucedido en otros casos en que una persona deja de ser Senador y la convocan. Si no me 
equivoco -si es así, pido que se me corrija- hay una relación entre la acusación -se está hablando de 
dichos- y la investidura del señor Muguruza en ese momento. No se está haciendo mención a otros 
delitos. Entonces, en función de ello, salvo que algún otro miembro aporte otros antecedentes o 
información que desconozco, el Senado debería desechar el pedido de suspensión de los fueros 
parlamentarios. Digo esto porque no se nos pregunta si corresponden o no los fueros, sino si 
autorizamos o no a realizar el procedimiento judicial correspondiente. El Juez interviniente al elevar la 
causa y el pedido de desafuero al Parlamento, ya de por sí entiende -no puede haber otro 
razonamiento-que le corresponden los fueros. Como estamos hablando de “dichos”, en mi opinión, lo 
que corresponde inicialmente es desechar el pedido de desafuero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería aclarar que no es así, porque las declaraciones que realizó el señor 
Muguruza, y que dieron motivo a la denuncia, no fueron hechas cuando estaba ejerciendo el cargo de 
Senador. De todos modos, me parece que aquí hay una solicitud de desafuero que ha sido reiterada. 
Creo que corresponde que la Cámara de Senadores le conteste a la Suprema Corte de Justicia, para 
que entregue al Juzgado correspondiente, que tienen fueros los Legisladores titulares desde el día de 
su elección hasta la finalización del mandato, tal como lo establece la Constitución, así como los 
suplentes durante el término en que son convocados por la Cámara correspondiente y que el señor 
Eduardo Muguruza es un Legislador suplente. De esta manera quedaría absolutamente aclarada la 
situación y el Poder Judicial actuaría como entendiera que corresponde. Me parece que este es el 
criterio que debemos seguir, lo que no quita que podamos solicitar opiniones a alguna Cátedra en 
especial, porque más allá de la especie, del caso concreto de Muguruza, nosotros tenemos que 
resolver con un criterio general, sin introducirnos en el caso concreto ni emitir opinión, porque no nos 
corresponde juzgar si cabe o no el desafuero. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy de acuerdo con la postura del señor Presidente. Incluso, si cuando al señor 
Eduardo Muguruza se le iniciara una denuncia por difamación e injurias siendo Senador y pudiendo 
ampararse en la exoneración de responsabilidad que tenemos por nuestros dichos y opiniones, sería el 
juez quien apreciaría la situación para juzgar su responsabilidad. Lo que sí es cierto es que de 
cualquier modo no tiene fueros, porque este instituto está establecido en amparo del propio Cuerpo, y 
no del Legislador, desde la elección hasta el cese, en el caso de los titulares, y para los suplentes, 
desde el momento que asumen hasta que se retiran. En este caso, lo concreto es que cuando el señor 
Muguruza hizo las declaraciones no tenía la calidad de Senador. Además, tenemos que recordar que 
es un hecho de la Legislatura anterior y coincide que fue suplente por dos Períodos y todo este tema 
comenzó en el año 2009, cuando él era suplente de otro Legislador. De todos modos, esto no importa, 
pues lo que tenemos que responder es que no le corresponden los fueros una vez terminada la 
suplencia. Después, si es responsable o no penalmente, será el Juez quien lo apreciará. 


SEÑOR MICHELINI.- Salvo que entendamos que el Juez no conoce la Constitución de la República en 
lo que respecta al tema de los fueros -sería como dictarle clases- creo que esa tesis abona la ley de 
que hay Senadores de primera y de segunda: el Senador cuando ingresa tiene fueros y el suplente no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos diciendo que sí. 
SEÑOR MICHELINI.- El Juez le pregunta al Senado si puede interrogar a un ciudadano... 
SEÑOR PRESIDENTE.- No dice si puede interrogarlo. 


SEÑOR MICHELINI.- Dice que puede cursar el juicio correspondiente. Si no entendiera que el señor 
Muguruza tiene fueros, no lo plantearía, estaría en falta y ya estaría actuando. El Juez entiende, por 
ejemplo, que a un ciudadano que es el suplente N* 102 de la lista le puede decir: “Vení, muchacho, que 
te voy a interrogar”. Sin embargo, cuando el señor Muguruza está ejerciendo la suplencia de un 
Senador, el Juez entiende que debe pedir permiso al Senado para continuar con la denuncia penal. 
Incluso, cuando esto viene al Senado no sé si el señor Muguruza estaba ejerciendo como Senador. En 
ese momento, ¿el Juez lo llama y le dice: “ahora que no sos Senador voy a seguir el curso del caso”? 
No; el Juez entiende que debe esperar la resolución del Senado, la que en la Legislatura pasada no se 
toma y que en esta, de alguna forma, se retoma cuando el Juzgado correspondiente vuelve a pedir que 
nos ocupemos del caso. Reitero que esto sucede porque entienden que para seguir ese curso o esa 
denuncia penal tienen que levantar los fueros. 


¿Levantar los fueros por dichos? ¿Vamos a generar el antecedente por dichos? Decir que se 
tienen fueros cuando el Senador actúa como tal y cuando el suplente ejerce la titularidad -aunque haya 
dicho lo que haya dicho cuando era titular- pero que después de la titularidad ya no corresponden, me 
parece que no es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No era titular. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el señor Presidente me dice que las expresiones del señor Muguruza se 
produjeron cuando no era titular, no hay ningún impedimento para que actúe el Juez. En mi opinión, no 
deberíamos generar el antecedente de tener dudas sobre abrir el tema de los fueros con respecto a los 
dichos, salvo que el señor Muguruza me dijera que quiere que eso suceda. Esa es otra historia. 


SEÑOR MOREIRA.- Si analizamos la información que tenemos en nuestro poder, advertiremos que el 
Juzgado solicitó información a la Secretaría del Senado sobre cuáles eran las suplencias que el señor 
Muguruza había desempeñado en la Legislatura anterior. De modo que el Juez cuenta con la 
información necesaria para saber si los dichos se produjeron cuando el señor Muguruza era o no 
Senador suplente. Si cuenta con esa información, tiene que saber lo que hemos dicho y si hay que 
darle clases a un Juez, habrá que hacerlo; a veces, los Jueces se equivocan feo. En este caso, este 
hombre no tiene fueros, por lo que no tengo ningún empacho en decirle al Juez que si cree eso está 
equivocado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Noto que hay un hecho superviniente -si se puede llamar así- por el que queda 
demostrado que el Juez sabe cuál es la condición actual del señor Muguruza, porque cuando reitera la 
solicitud del estudio de desafuero a la Cámara de Senadores no solo pide la información, sino que el 
señor Presidente del Senado, Contador Astori, le contesta diciendo que el 16 de diciembre de 2009 se 
dio cuenta al Cuerpo de la solicitud de suspensión de fueros parlamentarios del señor Muguruza. 
Asimismo, agrega que el 14 de febrero de 2010, de acuerdo con lo establecido por la Resolución de la 
Cámara de Senadores de fecha 8 de mayo de 1990, la Carpeta referida pasó al archivo sin que la 
Comisión de Constitución y Legislación se hubiera expedido al respecto. Por supuesto, estoy hablando 
de un trámite parlamentario, donde el señor Presidente del Senado agrega que el señor Eduardo 
Muguruza tiene actualmente la condición de primer suplente de la señora Senadora Constanza 
Moreira. Por lo tanto, la Jueza posee la información de cuál es la situación y en virtud de ella debería 
tener los elementos propios como para resolver si procede o no al pedido de desafuero. 


SEÑOR GAMOU.- Coincido con las reflexiones del señor Senador Michelini y con las manifestaciones 
que acaba de realizar el señor Senador Nin Novoa. Voy a citar un ejemplo que quizás nos ayude a 
clarificar la situación, porque es bien fresco. Cuando el Juez solicita el desafuero -según palabras del 
señor Senador Michelini- porque considera que el Senador Muguruza está ejerciendo la función de 
Senador, la respuesta válida es decir si corresponde o no. Adelanto desde ya que por “dichos” no 
desafuero a nadie, salvo si se acusa a alguien por cometer un delito gravísimo, tal como ocurrió 
lamentablemente en la anterior Legislatura y, sin embargo, no se levantó ningún fuero. 


Señor Presidente: ¿qué sucede si mañana un Juez solicita a la Cámara de Senadores el 
desafuero de quien habla por manifestaciones que realizó la semana pasada o el mes pasado cuando 
era Diputado? ¿Quién responde? ¿La Cámara de Senadores? ¿La Cámara de Representantes? La 
Cámara de Representantes no puede hacerlo, porque ya no la integra. Creo que a veces los ejemplos 
por el absurdo ayudan a razonar y por esa razón coincido con el señor Senador Michelini en cuanto a 
que, más que indicar al Juez, lo que tiene que hacer -que me parece un poco grosero porque él no vive 
en un hongo y debe haber hecho las consultas pertinentes- correspondería votar por la negativa la 
solicitud de desafuero; esta es mi propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El estatuto de los fueros no lo resuelve el Poder Judicial, sino el Poder 
Legislativo, en cada caso concreto; esa es la definición que nos toca. Los Jueces se pueden equivocar 
y en este caso se equivoca cuando expresa -si los señores Senadores así lo desean, les informo que 
está en la foja 27- que los Senadores, con independencia de sus condiciones de titulares y suplentes, 
tienen fueros en todos los casos, salvo que haya querido decir -eso es lo que nosotros venimos 
razonando- que los Senadores suplentes tienen fueros cuando están en el ejercicio de la suplencia. 


No propongo ingresar en el análisis del tema de fondo, porque me parece que no 
corresponde tratar el desafuero, ya que entiendo que el involucrado no tiene fueros. Tampoco quiero 
entrar en este punto, porque pienso que hasta pueda tener algún aspecto delictivo haber invocado la 
condición de poseer fueros para defenderse de una causa penal, cuando todo el país sabe que era 
Senador suplente; pero olvidémonos de ese tema. No podemos aceptar que tienen fueros durante todo 
el período todos los titulares y los suplentes que han sido convocados. En consecuencia, deberíamos 
pensar en cómo responder a esta reiteración, porque si se fijan en la foja 64, el Juez pide a la nueva 
Legislatura que se pronuncie, dado que el tema se archivó aquí porque el pedido de desafuero llegó en 
pleno receso y estábamos en campaña electoral. Entonces me pregunto por qué no consultamos a las 
Cátedras de Derecho Constitucional acerca de la opinión que les merece este expediente y este 
requerimiento. Entiendo que aquí lo que está en juego es mucho más que el caso del señor Muguruza - 
que no me parece que sea de una gran trascendencia- y no quiero profundizar tampoco en la denuncia 
de que fue objeto, porque hasta podría coincidir con lo que han dicho los señores Senadores Gamou y 
Michelini. Aquí lo que está en juego es el instituto del fuero, a quiénes alcanza; se trata de un tema 
delicado, muy importante, que no lo resuelve un Juez Letrado de Salto. Esto lo resuelve el Parlamento 
y ya hay antecedentes en la materia. De todos modos, vamos a consultar a la Cátedra de Derecho 
Constitucional; por lo menos démonos esa oportunidad y, después, en función de ello, resolvamos lo 
que consideremos que corresponde en este tema. 


SEÑOR MOREIRA.- No se trata del caso en cuestión, sino del instituto de los fueros, que es algo que a 
la población le cuesta comprender. Es una excepción, un privilegio que tenemos los Legisladores, que 
hay que administrar con mucha delicadeza y equilibrio. Estoy de acuerdo con que no se trata del hecho 


en sí mismo y tampoco estamos hablando de un delito grave que va a terminar con una pena privativa 
de libertad. En estos casos siempre hay suspensión condicional de la pena, como ocurre en todos los 
casos de difamación e injuria. Pero como dije, aquí se trata del instituto y lo que tenemos que hacer es 
preservar la buena salud del instituto de los fueros. Debemos ser muy delicados en este tema, y por 
eso me parece muy buena la idea del señor Presidente en el sentido de llamar a un par de catedráticos 
para pedir su opinión sobre este caso. Creo, repito, que no se trata del tema del señor Muguruza, sino 
del de los fueros. 


SEÑOR MICHELINI.- No me niego a que se busque información, pero me interesa razonar cómo 
ciertas consultas que el Presidente quiere hacer nos pueden ilustrar sobre algunas partes, pero no 
sobre otras. Si el Juez nos pide un pronunciamiento, lo podemos dar o no, ya que el Cuerpo es libre de 
hacerlo. Por otro lado, el Juez nos solicita un pronunciamiento, pero no sobre el tema de los fueros, 
sino sobre el de los fueros del señor Muguruza. Además, el Juez nos pide que levantemos los fueros 
del señor Muguruza y no que le demos cátedra sobre la cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongamos que, efectivamente, el Juez nos pide el levantamiento de los 
fueros de Muguruza. Si nosotros lo aceptamos o lo rechazamos, podemos estar avalando o denegando 
que el suplente tiene fueros, y eso puede generar hacia el futuro ciertos antecedentes que ninguno de 
nosotros quiere. Entonces, recorramos ese camino y hagamos la consulta a la Cátedra de Derecho 
Constitucional para conocer cómo es el tema de los fueros en opinión de los constitucionalistas y 
después llevemos esto al Plenario para que decida. Este asunto es extremadamente delicado para 
todos, porque ninguno de nosotros está libre de ser convocado en un futuro. Propongo esto con tan 
buena fe como lo hice cuando se planteó el caso del señor Senador Michelini. En aquella oportunidad 
fui yo quien propuso una solución para que el señor Senador Michelini pudiera declarar ante la 
Justicia, porque me parecía que no tenía sentido alguno que el Poder Judicial -que, a mi juicio, estaba 
equivocado- nos pidiera el desafuero del señor Senador Michelini, cuando lo único que se pretendía 
era hacerle algunas preguntas sobre un tema concreto. Esa posición la llevamos al Plenario y ese 
Cuerpo apoyó nuestra iniciativa. Posteriormente, el señor Senador Michelini compareció ante el 
Juzgado, contestó las preguntas que se le formularon y se acabó el asunto. Quiere decir que no había 
mérito alguno para un desafuero en aquellas circunstancias. Creo que ese día dejamos bien sentado 
un precedente importante que vale para todos los futuros Legisladores y para los actuales. Entonces, 
hagamos la consulta a la Cátedra de Derecho Constitucional y cuando tengamos el informe sobre la 
mesa discutamos el paso siguiente. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Presidente está tan entusiasmado que no me escucha. Valoro mucho su 
capacidad para encontrar soluciones a ciertos temas, pero el problema es que aquí partimos de puntos 
de vista distintos. El señor Presidente parte de la base de que quiere aclarar el tema de los fueros, que 
es algo que podemos hacer en cualquier momento. En cambio yo parto de la base de que el Juez, en 
el acierto o en el error, entiende que para seguir una causa tiene que pedir el levantamiento de fueros 
al Senado de la República. A modo de paréntesis, quiero decir que el hecho de que el señor Muguruza 
en el momento en que tenía que comparecer ante el Juzgado haya dicho que era Senador, constituye 
una obligación. Otra cosa sería si en ese momento no fuera Senador; pero si lo era, tenía obligación de 
expresarle al Juez que es parte de un Cuerpo y se debe a él. 


SEÑORA MOREIRA.- De acuerdo con lo que él presenta, el día de la audiencia el señor Muguruza 
estaba ejerciendo su condición de Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué hubiera pasado si él no lo decía? 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué hubiera pasado si hubiera dicho la verdad? 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué hubiera pasado si no lo decía? 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y si él decía que era suplente? 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: trato de escucharlo, pero usted no me escucha. 


Propongo hacer el siguiente razonamiento. 


Supongamos que nosotros transitamos por el camino indicado por el señor Presidente y 
explicamos cómo se hace uso de los fueros. Independientemente de cómo resuelva el Juez en su 
Juzgado este caso, otro Magistrado puede enviar otro pedido de desafuero de otro Parlamentario o 
Senador. Frente a esto, podemos recurrir a él y decirle que está mal pedido. En lo personal, creo que el 
tema no pasa por si el Juez lo pide bien o mal; cada Senador lo determinará, porque si durante el 
proceso o el juicio hay aspectos que no ameritan su levantamiento, también serán estudiados. Ahora 
bien, yo apunto a algo primario. Si alguien me pide fueros -porque ese Juez entiende que el señor 
Muguruza tiene fueros- por dichos, no los doy y genero el antecedente. Dentro de un mes podemos 
sacar el manual sobre cómo los Jueces tienen que solicitar los fueros. Es claro que, en este caso, hay 
un Juez que entiende que el señor Muguruza tiene fueros porque, de lo contrario, no le estaría 
solicitando al Senado de la República su desafuero. Por su parte, hay una Suprema Corte de Justicia - 
no sé qué evaluó; seguramente, si lo hizo, fue de trámite- que, sin incursionar en el fondo del asunto, 
considera que este es el procedimiento que se debe seguir. Por lo tanto, cuando alguien entiende que 
se ha planteado una cuestión de fueros, el procedimiento es que el Senado debería levantarlos. Ahora 
bien, aquí estamos hablando de dichos y sobre estos, salvo que el interesado venga personalmente y 
me diga algo diferente, no levanto los fueros. Aclaro que esto no lo hago por nadie y no porque en este 
caso se trate de alguien del Frente Amplio. Prefiero dejar el antecedente más claro para, dentro de un 
mes, hacer el decálogo o el manual, de pronto junto a los representantes de la Suprema Corte de 
Justicia, sobre cómo deben ser las cosas. 


Sin perjuicio de ello, creo que el tema de los dichos debería quedar claro, porque yo no estoy 
siendo claro. ¿Qué le estoy diciendo a la Justicia y al Juez? Concretamente, les estoy diciendo que un 
titular tiene fueros permanentemente y que un suplente los tiene en el momento que ejerce. Ahora, 
¿qué pasa si el Juez solicita nuevamente los fueros? Le tendré que decir: “Señor, ¿no aprendió la 
lección?” Ahora digo que sobre dichos no levanto los fueros, luego hablaremos sobre el resto. 


En otro orden de cosas, quiero decir que no tengo inconveniente alguno en conocer la 
opinión de las cátedras al respecto. 


Naturalmente, el antecedente mencionado en su oportunidad por el señor Presidente de la 
Comisión, referido a mi persona -aunque podría ser a otra- está muy bien. Yo quiero dejar un 
antecedente, y el que quiero dejar en esta circunstancia es que, sobre dichos, no levanto los fueros 
porque, de lo contrario -y es cierto que los ciudadanos nos están mirando- nos vamos a meter en 
denuncias penales por todo los dichos de las Senadoras, de los Senadores, de los Diputados y de las 
Diputadas. En ese caso, yo sería el primero, ¡porque he dicho cada cosa...! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera preguntar al señor Senador Michelini si mantiene esa posición aun 
cuando las expresiones hayan sido dichas por una persona sin ser Legislador. 


SEÑOR MOREIRA.- Justamente, quería destacar esa afirmación del señor Senador Michelini en 
cuanto a que, solo por dichos, no acepta dejar sin fueros a un Legislador. Sin embargo, cuando los 
ciudadanos lesionan el honor de las personas -este es un delito contra el honor y se tipifica como 
difamación e injurias- deben responder penalmente y pueden ser condenados, y cuando este señor 
hizo estos dichos aparentemente no era más que un ciudadano y no un Senador de la República. 
Entonces, si era un ciudadano común y cualquier otro de la República es responsable por sus dichos 
cuando lesiona el honor de una persona, me pregunto por qué él no lo sería. Está claro que si en ese 
momento era Legislador tenía un amparo especial, pero no por él, sino por el Cuerpo que integra, ya 
que es la función lo que se tutela con el instituto de los fueros. Lo que sucede es que la valoración del 
delito la hace el Juez y este ya preguntó y le informaron. 


SEÑOR MICHELINI.- Ante la pregunta del señor Presidente quiero contestar que no quiero valorizar el 
delito sobre en qué circunstancias y cómo. Lo cierto es que el Juez me pide los fueros sobre dichos, 
está convencido de que eso es lo que corresponde y yo digo que no es así. No quiero entrar a analizar 
si fue un día más o menos o a qué hora. Además, el Juez tiene la información porque la Cámara se la 
dio, y tengo casi la seguridad de que el señor Muguruza, antes de que el contador Astori contestara, 
todavía no había jurado en esta Legislatura. Puedo equivocarme, pero creo que cuando el contador 


Astori contesta dice que ni siquiera era titular y puede ser que no haya ejercido ninguna suplencia; es 
decir, no es titular. El Juez podría haber actuado ahora, porque cuando hizo esas expresiones no era 
Senador y si ahora tampoco lo es porque ni siquiera juró, puede actuar en consecuencia. Sin embargo, 
no lo hizo. 


SEÑOR MOREIRA.- Se equivocó. 


SEÑOR MICHELINI.- Así es, pero es su problema. En cuanto a mi persona, considero que no puedo 
acceder a la solicitud vinculada a los fueros cuando se cataloga el delito en función de los dichos. De 
todos modos, me parece que hay que solicitar la opinión de las Cátedras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que la Carpeta N* 375/2010 sea enviada a la Cátedra de Derecho 
Constitucional de la Universidad de la República para que tomen conocimiento del asunto. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿En el Parlamento no existe una División Jurídica a la que se pueda consultar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero esa repartición se encarga de los temas administrativos. Se le puede 
pedir opinión, pero no se especializan en este tipo de asuntos. De todos modos, no tengo problema en 
pedirlo también a esta División, aunque se encuentra bajo nuestra jerarquía. 


SEÑOR MOREIRA.- Quizás ellos puedan aportar antecedentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que la Universidad de la República es absolutamente 
independiente, pero reitero que, de todos modos, no tengo inconveniente en pedirlo aquí. 


SEÑORA MOREIRA.- En el día de ayer, en la Bancada del Frente Amplio conversamos sobre este 
tema y todos entendimos que el Juez se había expedido por un pedido de levantamiento de fueros ya 
que, inclusive, se refiere a los fueros como un muro de contención que impide el avance del proceso de 
investigación. En consecuencia, en esa reunión, y para traer una posición en el día de hoy, trabajamos 
sobre la hipótesis de que se estaba solicitando un levantamiento de fueros y por eso, ante las 
consideraciones que hacen los señores Senadores en el sentido de que habría que informar si los 
fueros corresponden, pediría tener la oportunidad de consultarlo nuevamente con la Bancada. 


SEÑOR GAMOU.- Quisiera hacer un par de reflexiones. 


En primer lugar, en la versión taquigráfica de la sesión anterior, el señor Presidente señaló 
que también se podría pensar si estuvo bien o mal el ciudadano Eduardo Muguruza en acreditar su 
condición de Senador. A este respecto, quiero señalar que en el escrito de la página 19, fojas 11, el 
señor Muguruza dice que la resolución salió el día 9 de junio, que él estaba en Montevideo ejerciendo 
la condición de Senador y que fue citado para el día 17 de junio, fecha en la que estaba convocado 
para el Senado. Entonces, el señor Eduardo Muguruza, por respeto al Parlamento -porque los fueros 
no son de la persona sino del Parlamento- lo que hizo fue contestar la notificación y solicitar al Poder 
Judicial que preguntara al Senado de la República si podía o no concurrir. Creo que, en ese sentido, el 
señor Muguruza actuó correctamente. 


En segundo término, la reunión de Bancada del día de ayer resolvió que nos expidiéramos 
negativamente sobre esta solicitud de desafuero por lo que, como tengo algunas dudas -al igual que la 
señora Senadora Moreira- apelo a lo que señalé con respecto a otro tema, -en cuanto a que no se ¡ba 
a considerar en el correr de este mes- y solicito que se considere en la próxima sesión de la Comisión 
de Constitución y Legislación. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quisiera hacer un razonamiento que luego me llevaría a plantear algunas 
preguntas en la consulta jurídica que se va a realizar. 


No caben dudas de que no puede haber un Legislador sin fueros. Entonces, cuando se 
levantan los fueros, si el Senador resultara inocente o sobreseído, ¿puede volver al Senado? 
Personalmente no lo sé. Creo que nunca se ha dado una situación de esas y sería bueno hacer la 
consulta respectiva. En este caso, si se levantaran los fueros del señor Senador Muguruza y el caso 
luego se archivara, ¿podría ser nuevamente Senador si se lo convocara? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, creo que sí puede. Como dijo el señor Senador Nin Novoa, 
efectivamente no se puede ser Legislador sin fueros y la declaración de desafuero es una cuestión que 
las Cámaras deben resolver. Si la Cámara decide levantar los fueros, la persona queda suspendida en 
el ejercicio de su condición de Legislador y está en condiciones de someterse a la Justicia, al igual que 
cualquier otro ciudadano del país. Una vez que haya un pronunciamiento definitivo de la Justicia, si es 
condenatorio, no puede volver al Parlamento y, si no lo es, regresa a su Banca, porque recupera los 
fueros. 


Entonces, a pedido de la señora Senadora Moreira y del señor Senador Gamou, este punto 
pasaría al Orden del Día de la próxima sesión, sin siquiera realizar las consultas de las que habíamos 
hablado. 


SEÑORA MORERIA.- Exactamente, quedaría para el martes que viene. 

SEÑOR GAMOU.- Quizás deberíamos incorporar algunas consultas más a las aquí mencionadas. 
(Dialogados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑORA SECRETARIA.- Se trata de un proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, 
por el que se declara el 27 de enero de cada año “Día de Recordación de las Víctimas del Holocausto 
del Pueblo Judío”. (Carpeta N* 541/11 - Distribuido N* 734/11). Se reparte en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al tercer punto del Orden del Día: Corte Electoral. Se faculta a 
disponer extensión horaria para sus oficinas. 


SEÑORA MOREIRA.- También vamos a solicitar una prórroga para la consideración de este punto, 
porque tenemos previsto realizar una entrevista con los integrantes de la Corte Electoral en la próxima 
reunión de Bancada del Frente Amplio, que se realizará el día lunes. Ellos solicitaron ser recibidos, y es 
por eso que rogamos que este punto sea incluido en el Orden del Día del próximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, por ahora, el Orden del Día del próximo martes sería el siguiente: 
en primer lugar, ha pedido comparecer el señor Senador Nin Novoa. 


En segundo término, tenemos el proyecto de ley relativo al registro de huellas genéticas. 


En tercer lugar, está el asunto relacionado al señor Eduardo Muguruza y, en cuarto término, 
consideraremos el punto relativo a la Corte Electoral. 


En cuanto a la sesión del día de hoy, el cuarto punto del Orden del Día es el traslado o 
retención ilícitos de personas de menos de 16 años de edad. 


SEÑOR GAMOU.- Solicitamos prorrogar este tema, señor Presidente, porque tenemos que discutirlo 
en la reunión de Bancada y creo que lo haremos durante bastante tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, postergamos este tema también, y lo incluimos en el Orden del Día 
de la próxima sesión. 


En cuanto al quinto punto del Orden del Día de hoy, que tiene que ver con la inimputabilidad 
penal, debemos decir que sigue a estudio. En su momento realizaré alguna consulta, pero 
esperaremos esa oportunidad. 


SEÑOR MOREIRA.- Con respecto al cuarto punto, señor Presidente, quiero decir que llegó un informe 
del doctor Ricardo Pérez Manrique. 


Ante la solicitud de algunos señores Senadores, quisiera saber si en la Bancada del Frente 
Amplio existen objeciones con respecto al proyecto de ley de restitución de menores. Creí que 
estábamos de acuerdo y lo íbamos a firmar todos. En lo personal, pedí un informe al doctor Ricardo 
Pérez Manrique, quien lo ya envió. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En cuanto a lo que dice el señor Senador Moreira, este proyecto de ley fue 
analizado por la Universidad de la República, recibiendo el aporte y la aprobación del Instituto 
Uruguayo de Derecho Internacional Privado de la Facultad de Derecho. Asimismo, fue debatido en el 
Instituto de Derecho Procesal de la Universidad de la República cuyo Director, doctor Ángel Landoni 
Sosa, comunicó sus observaciones y aprobación en líneas generales, a través de una nota con fecha 
17 de junio de 2008. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A ello agregaría lo que me dice la señora Secretaria en cuanto a que el asunto 
fue aprobado en la Legislatura anterior y que la señora Senadora Percovich fue la miembro informante. 


SEÑOR GAMOU.- Como ustedes saben, recién hoy asumo oficialmente esta banca, por lo que 
solicitaría una semana para poder analizar el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 
Por lo tanto, hemos quedado con un Orden del Día muy completo para la próxima sesión. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: una vez evacuadas las consultas sobre el tema de por qué se 
impuso esa penalidad, creo que la próxima semana podremos aprobar los proyectos de ley relativos a 
huellas dactilares, al Holocausto, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 54 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


